	[image: image2.png]>
Arabako Foru Aldundia

Diputacion Foral de Alava
>






	Arabako Foru Administrazioko Aholku Batzordea

Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava



	
	[image: image1.jpg]‘4;;:..




	

	
	
	



DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DEL CONSEJO DE  GOBIERNO FORAL QUE REGULA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE ATENCIÓN TEMPRANA EN EL TERRITORIO HISTÓRICO DE ÁLAVA
 ( SESIÓN 26 FEBRERO 2025)
I. ANTECEDENTES DE HECHO

El Director Gerente del Instituto Foral de Bienestar Social (IFBS, en adelante) remitió, con fecha 27 de enero de 2025, el proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral por el que se regula la prestación del servicio público de atención temprana en el Territorio Histórico de Álava, para la emisión del preceptivo informe por parte de esta Comisión Consultiva. 

A la petición del dictamen se acompañó la documentación que a continuación se detalla:

1. Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre, del Diputado de Políticas Sociales, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral que regula la prestación del servicio público de atención temprana en el Territorio Histórico de Álava. 

2. Informe de impacto en función del género emitido por la Jefa de Secretaría de Servicios Sociales el 9 de diciembre de 2024.

3. Observaciones que emite el Servicio de Igualdad a la solicitud de verificación de la evaluación de impacto de género en fecha 19 de diciembre de 2024.

4. Alegaciones presentadas al proyecto de decreto foral en el trámite de audiencia e información pública. En concreto, las alegaciones presentadas por el grupo juntero de EH Bildu en fecha 30 de diciembre de 2024, y las presentadas por el Presidente de la Cuadrilla de la Llanada Alavesa en fecha 2 de enero de 2025.

5. Informe sobre las alegaciones presentadas en el trámite de audiencia e información pública, emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS en fecha 27 de enero de 2025.

6. Informe económico emitido por la Subdirectora técnica del Área Económica y Presupuestaria del IFBS en fecha 27 de enero de 2025.

7. Informe de impacto normativo emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS.

8. Proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral por el que se regula la prestación del servicio público de atención temprana en el Territorio Histórico de Álava. 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA. Competencia de la Comisión Consultiva.

El artículo 3.1 b) del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de 30 de marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y aprueba su Reglamento orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo y no vinculante en los “proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”. 
El decreto proyectado tiene por objeto regular “la prestación del servicio público de atención temprana en el Territorio Histórico de Álava”, exponiendo en su preámbulo que en dicho proyecto se establecen las normas básicas para la organización de la atención temprana por parte de la Diputación Foral Álava, así como la coordinación de las intervenciones en este ámbito de los sistemas de salud, educación y servicios sociales en el Territorio Histórico de Álava. Sin embargo, de la lectura del proyecto se desprende que, aparte de regular la organización del servicio, el capítulo III del proyecto establece las normas procedimentales de acceso a la prestación social de atención temprana. 

A los efectos de determinar si el presente proyecto está sujeto a dictamen preceptivo de esta Comisión Consultiva, procede determinar el tipo de reglamento ante el que nos encontramos. La jurisprudencia define los reglamentos organizativos como aquellas normas que tienen por objeto fijar la estructura y competencia de los órganos administrativos o, de forma más general, aquellas que regulan aspectos domésticos de organización interna. Además, para la mayoría de la jurisprudencia, el elemento decisivo de esta definición se centra en un concepto negativo, esto es, en lo que estos reglamentos no hacen. Así, son reglamentos organizativos aquéllos que no tienen efectos ad extra y, por tanto, no afectan a los derechos y deberes de la ciudadanía. 

En este caso, tal y como se ha indicado previamente, el capítulo III del proyecto regula las normas procedimentales de acceso a la prestación social de atención temprana, por lo que se considera que el contenido excede del concepto de reglamento organizativo, estando, en consecuencia, sujeto a dictamen de esta Comisión. 
SEGUNDA. Sobre los aspectos formales de la norma en proyecto.

a) Competencia.

Conforme al artículo 3.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava, el Consejo de Gobierno Foral ostenta la potestad reglamentaria. 
No obstante, al tratarse de una disposición normativa reguladora de la organización y régimen de prestación del servicio público de atención temprana por parte del IFBS, con carácter previo a la aprobación por parte del Consejo de Gobierno Foral, el proyecto de decreto foral deberá ser aprobado por el Consejo de Administración del IFBS, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5.2.e) de la Norma Foral 21/1988, de 20 junio, por la que se constituye el organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social y 8.h) del Decreto Foral 25/2012, del Consejo de 3 de abril, que aprueba el reglamento de estructura y funcionamiento del organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social.  
b) Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general. 

1. Normativa aplicable. 

El Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA nº 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en BOTHA. 

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre, del Diputado de Políticas Sociales, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral, conforme a su disposición final. 

2. Plan anual normativo. 

Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023 que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición. 

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2024 se constata que la presente iniciativa normativa sí está prevista en dicho Plan, tal y como se indica en la parte expositiva de la Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre.

3. Principios de buena regulación. 

El preámbulo del proyecto justifica su adecuación a los principios de buena regulación regulados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPACAP), y en el artículo 3 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava. 

4. Informes y trámites preceptivos. 

Respecto a la tramitación de la propuesta, la misma ha sido elaborada por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS, dado que, al ser su objeto la regulación de la prestación de un servicio público relacionado con los servicios sociales dirigidos a la infancia, corresponde a dicho organismo autónomo la organización, gestión, prestación y ejecución del mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Norma Foral 21/1988, de 20 junio, por la que se constituye el organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social; organismo adscrito al Departamento de Políticas Sociales de la Diputación Foral de Álava por el artículo 3 del Decreto Foral 13/2016, de 9 de febrero, del Consejo, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Servicios Sociales, puesto en relación con el Decreto Foral 152/2023, de 30 de junio, del Diputado General,  por el que se determinan los Departamentos de la Diputación Foral de Álava para la legislatura 2023-2027. Dicho Servicio ha emitido tanto el informe relativo a las alegaciones presentadas en el trámite de audiencia e información pública, como los informes de impacto económico e impacto normativo. 

El informe de impacto en función del género, por su parte, ha sido emitido por el Servicio de Secretaría de Servicios Sociales de la Dirección de Servicios Sociales del Departamento de Políticas Sociales en fecha 9 de diciembre de 2024. Por tanto, dicho informe se ha emitido con anterioridad a la aprobación de la Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre, del Diputado de Políticas Sociales, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del presente proyecto, lo cual no se ajusta a la estructura del procedimiento establecida en los artículos 11 y siguientes del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero. Sobre dicho informe se ha realizado la correspondiente verificación por el Servicio de Igualdad de esta Diputación. 
5. Consulta pública previa y trámite de audiencia e información pública. 

En la tramitación del procedimiento de este proyecto normativo se ha omitido el trámite de consulta pública previa, amparándose dicha exención en los apartados c) y g) del artículo 10 del Decreto Foral 6/2023, según se indica en el informe de impacto normativo y en la Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre. En concreto, se menciona como causas de exención del citado trámite que el proyecto de decreto foral “carece de impacto significativo en la actividad económica” y que se trata de la “adaptación de una normativa jurídica superior o tenga causa en un imperativo legal”. Si bien en ambos documentos se mencionan dichas causas de exención, en ninguno de ellos se justifica que dichos supuestos sean aplicables a la tramitación de este proyecto normativo. 

Por su parte, consta en el expediente que el proyecto ha sido sometido al trámite de audiencia e información pública durante un periodo de 10 días hábiles, lo cual se adecúa a lo dispuesto en el artículo 14.3 del Decreto Foral 6/2023. Durante dicho trámite se han presentado aportaciones por dos entidades, las cuales han sido objeto de análisis en el informe sobre las alegaciones emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS en fecha 27 de enero de 2025.

6. Plazo para la tramitación del procedimiento. 

De conformidad al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, ultimada la tramitación de los proyectos de decretos forales del Consejo de Gobierno Foral, éstos se someterán a la aprobación definitiva por dicho órgano en el plazo de ocho meses desde que se inicio el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre, del Diputado de Políticas Sociales, por lo que, en fecha de emisión del presente dictamen, el plazo no ha finalizado. 
TERCERA. Títulos competenciales actuados por la norma reglamentaria en proyecto.

Conforme al artículo 7.c.1 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de relaciones entre las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma y los órganos forales de sus Territorios Históricos (LTH), corresponde a los territorios históricos la ejecución, dentro de su territorio de la legislación de las instituciones comunes en materia de asistencia social, sin perjuicio de la acción directa de las instituciones comunes del País Vasco.

El artículo 8.3 de la LTH, por su parte, atribuye a los órganos forales el ejercicio de la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios en las materias en que corresponde a los territorios históricos la ejecución, que ejercitarán de conformidad con las disposiciones de carácter general que en desarrollo de su legislación dicten las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma. 

Este reparto competencial en la materia ha sido concretado en la ley 12/2008, de 5 de diciembre, de servicios sociales (en adelante, LSS), la cual recoge en el capítulo I del título III (artículos 39 a 43) las competencias sobre servicios sociales del Gobierno Vasco, las diputaciones forales y los ayuntamientos. En concreto, el artículo 41 de esta LSS recoge las competencias que corresponden a los territorios históricos, entre las que se encuentran: la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios en materia de servicios sociales, la provisión de los servicios sociales de atención secundaria (entre otros, la intervención social en atención temprana), así como cuantas otras le atribuyan esta Ley y su normativa de desarrollo (apartados 1, 3 y 12 del artículo 41 de la LSS, respectivamente). 
La intervención integral en atención temprana en la Comunidad Autónoma se regula en el Decreto 13/2006, de 2 de febrero, el cual establece las normas básicas para la organización y coordinación del conjunto de intervenciones que, en el campo de la atención temprana, se desarrollan desde los ámbitos de la salud, educativo y de servicios sociales. Así, el capítulo II de este Decreto establece las normas básicas del modelo integral de intervención y de la coordinación de los recursos de los tres sistemas, siendo los elementos claves de la organización funcional especializada los equipos de valoración en atención temprana (EVAT) y los equipos de intervención en atención temprana (EIAT), dependientes de los servicios sociales forales de atención secundaria, para cuya organización interna los órganos forales ostentan la potestad reglamentaria (art. 41.1 de la LSS y 12.1 del Decreto 13/2006, de 2 de febrero). 

Por su parte, el capítulo III regula el procedimiento para la actuación de los equipos de intervención en atención temprana (EIAT), contemplando el artículo 14 la potestad de las diputaciones forales para establecer sus “procedimientos específicos de acceso” a la prestación, que deberán ajustarse a las disposiciones comunes establecidas en el propio Decreto 13/2006, de 2 de febrero y en el Decreto 185/2015, de 6 de octubre, de cartera de prestaciones y servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales. 

En definitiva, conforme al artículo 41 de la LSS y 12 y 14 del Decreto 13/2006, de 2 de febrero, corresponde a las diputaciones forales la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios, así como para establecer los procedimientos específicos de acceso a la prestación de la atención temprana; procedimiento que deberá ajustarse, en todo caso, a las disposiciones comunes establecidas en el Decreto 13/2006, de 2 de febrero y en el Decreto 185/2015, de 6 de octubre.  
CUARTA. Descripción del proyecto.

El proyecto de norma reglamentaria está integrado -además de por el preámbulo, que describe el objeto de la norma y aborda cuestiones competenciales y relativas al marco normativo de referencia y a la necesidad de la regulación que se propone- por diecisiete artículos, estructurados en tres capítulos, dos disposiciones adicionales -respectivamente, sobre el régimen supletorio y sobre los datos de carácter personal-, una disposición derogatoria de parte del Decreto Foral 36/2014, de 22 de julio, del Consejo -en concreto, la relativa al servicio de atención temprana-, una disposición transitoria y tres disposiciones finales - relativas a la delegación de facultades en la persona titular del Departamento de Políticas Sociales, la entrada en vigor del proyecto y su publicación en BOTHA-.

El capítulo I lleva la rúbrica de “Disposiciones generales” y regula el objeto del proyecto normativo (art. 1).

El capítulo II trata sobre la organización de la intervención integral en atención temprana, y se encuentra dividido en tres secciones. La sección 1ª, que comprende los artículos 2 a 7, se refiere a los equipos de valoración en atención temprana de Álava (EVAT) y regula su naturaleza (art. 2), funciones (art. 3), composición (art. 4), presidencia (art. 5), secretaría (art. 6) y organización y funcionamiento (art. 7). La sección 2ª trata de los equipos de intervención en atención temprana de Álava (EIAT) y regula su naturaleza (art. 8) y funciones (art. 9). Por último, la sección 3ª se refiere a los centros de desarrollo infantil y atención temprana (CDIAT), regulando su naturaleza (art. 10).

El capítulo III regula las normas procedimentales de acceso al servicio de atención temprana, y, en concreto, la solicitud (art. 11), la verificación y subsanación de la solicitud (art. 12), la comunicación de la cita para la valoración (art. 13), la revisión (art. 14), la propuesta y resolución (art. 15), el plan de intervención para el equipo de intervención en atención temprana (art. 16) y los criterios de derivación a un centro de intervención en atención temprana (art. 17). 
QUINTA. Análisis del contenido del proyecto.
El marco normativo en el que se inserta el proyecto es el delimitado por la LSS y por el Decreto 13/2016, de 2 de febrero, de intervención integral en atención temprana en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Este Decreto establece las normas básicas del modelo integral de intervención y de la coordinación de los recursos de los tres sistemas implicados, esto es, el sanitario, el educativo y el de servicios sociales. Según su preámbulo, los elementos claves de la organización funcional especializada en este ámbito son los equipos de valoración en atención temprana (EVAT) y los equipos de intervención en atención temprana (EIAT), dependientes de los servicios sociales forales de atención secundaria. La organización de estos servicios es competencia de los territorios históricos, en ejercicio de sus competencias de autoorganización, si bien han de respetar el marco básico establecido en el Decreto.

Del mismo modo, el capítulo III del Decreto 13/2016 regula el procedimiento para la actuación de los EIAT, si bien el artículo 14 contempla la posibilidad de las diputaciones forales de establecer procedimientos específicos de acceso a la prestación, siempre que se ajusten a las disposiciones comunes recogidas en el propio Decreto 13/2016 y en el Decreto 185/2015, de 6 de octubre.

Por tanto, el contenido del proyecto ha de limitarse a regular aspectos organizativos de los equipos de intervención en atención temprana en el Territorio Histórico de Álava, así como aspectos complementarios del procedimiento específico de acceso a la prestación, respetando, en todo caso, las normas básicas del procedimiento establecido en el Decreto 13/2016.

Partiendo de esta valoración general, se realizan las siguientes consideraciones sobre aspectos puntuales del proyecto:

a) Preámbulo: En la parte expositiva se indica que se ha realizado el trámite de consulta pública previa previsto en el artículo 9 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero. Sin embargo, de acuerdo con la Orden Foral 133/2024, de 16 de diciembre, del Diputado de Políticas Sociales por el que se inició el procedimiento de elaboración de este proyecto normativo y el informe de impacto normativo, el trámite de consulta pública previa se ha omitido en base a lo dispuesto en los apartados c) y g) del artículo 10 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, por el que se establece el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava. 

En segundo lugar, se constata la existencia de un error en la cita de la normativa en materia de igualdad de mujeres y hombres tenida en cuenta en la elaboración del proyecto. Así, entre la normativa citada se encuentra la Ley 4/2015 (se supone que se refiere a la Ley 4/2005), de 18 de febrero, de igualdad de mujeres y hombres y vidas libres de violencia machista contra las mujeres. No obstante, esta Ley fue derogada por el Decreto Legislativo 1/2023, de 16 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley para la igualdad de mujeres y hombres y vidas libres de violencia machista contra las mujeres.

Por último, en el párrafo relativo a la competencia del Consejo de Gobierno Foral para la aprobación del proyecto, se indica que previamente ha sido informado el Consejo de Administración del IFBS. Sin embargo, el Consejo de Administración del IFBS ha de aprobar el proyecto de decreto foral con carácter previo a la aprobación por parte del Consejo de Gobierno Foral, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5.2.e) de la Norma Foral 21/1988, de 20 junio, por la que se constituye el organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social y 8.h) del Decreto Foral 25/2012, del Consejo de 3 de abril, que aprueba el reglamento de estructura y funcionamiento del organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social.  
b) El artículo 3 del proyecto establece las funciones de los EVAT de Álava, las cuales no coinciden con las funciones reconocidas a estos órganos por el artículo 12.6 del Decreto 13/2016, de 2 de febrero, ya que menciona sólo parte de las funciones atribuidas a estos órganos por el citado artículo. 

Teniendo en cuenta que la omisión de parte de las funciones asignadas a los EVAT en el proyecto respecto a las contempladas en el artículo 12.6 del Decreto 13/2016 puede inducir a error y, además, que este aspecto excede de la potestad de organización de sus propios servicios que ostentan las diputaciones forales, se recomienda omitir este artículo o, en su lugar, realizar una remisión al artículo 12.6 del Decreto 13/2016.

c) En el artículo 5 del proyecto falta establecer la unidad a la que se hace referencia.

d) El artículo 6 del proyecto regula la secretaría del EVAT, indicando que desempeñará dichas funciones “un funcionario/a del Departamento competente en materia de atención temprana de la Diputación Foral de Álava”. Revisadas las competencias asignadas a las Direcciones en que se estructura el Departamento de Políticas Sociales, y constatando que ninguna es competente en materia de atención temprana, se recomienda revisar la adscripción del personal funcionario que ejercerá las funciones de secretaría del EVAT. 

e) El artículo 9 del proyecto establece las funciones de los EIAT, las cuales son una reproducción de lo establecido en el artículo 13.7 del Decreto 13/2016. Por ello, de forma coincidente con lo señalado en el apartado b), en aras a garantizar la seguridad jurídica y teniendo en cuenta que este aspecto excede de la potestad de autoorganización de los propios servicios, se recomienda omitir este artículo o, en su lugar, realizar una remisión al artículo 13.7 del Decreto 13/2016.

f) El artículo 10 establece la naturaleza de los centros de desarrollo infantil y atención temprana, indicando su apartado cuarto que los mismos comunicarán “al Instituto el inicio de las intervenciones”. Si bien se sobreentiende que este apartado se refiere al Instituto Foral de Bienestar Social, se recomienda que el mismo se cite en su integridad. Además, teniendo en cuenta el principio de confidencialidad y seguridad de los datos personales que pueden ser transmitidos, se recomienda que se identifique el área o servicio donde estas entidades han de remitir la información. 

g) El artículo 11 del proyecto regula la solicitud de acceso a la prestación de atención temprana, indicando en sus apartados primero y tercero el órgano ante el que hay que presentar la solicitud. Dado que dicho órgano no coincide en ambos apartados, se recomienda, por seguridad jurídica, concretar el órgano ante el que hay que dirigir la solicitud. 

Por otra parte, el apartado cuarto de este mismo artículo especifica la documentación que ha de acompañar la solicitud, la cual ha sido ya establecida en el artículo 16.5 del Decreto 13/2016. Revisada la documentación requerida en el proyecto, se constata que no coincide con la indicada en el Decreto 13/2016 y, además, el texto del apartado e) hace referencia a una disposición adicional que no se corresponde con el proyecto objeto de análisis, sino con la disposición adicional del Decreto 13/2016. Por ello, en aras a garantizar la seguridad jurídica, y teniendo en cuenta que la determinación de los documentos que han de acompañar la solicitud no puede ser considerada un aspecto complementario del procedimiento para cuya regulación la Diputación Foral de Álava tiene competencia, sino un aspecto sustancial del mismo, se recomienda suprimir este apartado o, en su defecto, limitarse a hacer una remisión al artículo 16.5 del Decreto 13/2016.

h) El artículo 12 del proyecto, relativo a la verificación y subsanación de la solicitud, prevé que, si solicitada la subsanación de la solicitud, ésta no se presenta en el plazo de diez días hábiles, se tendrá por desistida, previa resolución. Si bien esta regulación es coincidente con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas (LPACAP), es preciso identificar el órgano competente para dictar dicha resolución. 

Por otro lado, el apartado b) del artículo 12.2 del proyecto contempla que “la ocultación o la falsedad de los datos o informaciones que figuren en la solicitud o en los documentos que la acompañen podrán ser consideradas causa suficiente para denegar el reconocimiento de la existencia de trastornos del desarrollo o del riesgo de padecerlos en dicho procedimiento”. Esta causa de denegación de la prestación de un servicio social no se contempla en la LSS, ni en la regulación del procedimiento para la actuación de los EIAT realizada en el Decreto 13/2016. De hecho, los requisitos de acceso a la intervención se regulan en el artículo 15 del Decreto 13/2016, y todos ellos se refieren a las circunstancias personales de los niños y las niñas que presentan trastornos en su desarrollo o riesgo de padecerlos, cuyas necesidades de acceso al servicio de atención temprana serán valoradas por los EVAT, de conformidad con los artículos 15 y 17 del Decreto 13/2016. Por ello, establecer como causa de denegación del servicio de atención temprana la ocultación o falsedad de datos en la solicitud presentada por las personas representantes de los y las menores puede considerarse un exceso reglamentario para el que la Diputación Foral de Álava carece de potestad reglamentaria, ya que no se limita a regular aspectos complementarios del procedimiento para la actuación de los EIAT.

i) El artículo 13, en su apartado segundo establece las consecuencias de no acudir a la cita para la valoración por el EVAT, según el cual se tendrá por desistida la solicitud, previa resolución. Al respecto, es preciso identificar el órgano competente para dictar esta resolución. 

j) El artículo 15 del proyecto regula la propuesta y resolución del procedimiento, estableciendo el plazo máximo para resolver, en virtud de la habilitación prevista en el artículo 17.3 del Decreto 13/2016. En este sentido, el apartado tercero recoge que la “resolución deberá dictarse y la correspondiente notificación a la persona solicitante cursarse en el plazo máximo de 2 meses”. No obstante, de conformidad con el artículo 21 de la LPACAP, la normativa reguladora del procedimiento fijará el plazo máximo para notificar la resolución, no para dictar y cursar la correspondiente notificación. Por ello, se insta al servicio promotor a adecuar este plazo máximo para resolver y notificar la resolución a lo indicado en el artículo 21 de la LPACAP.

k) El apartado primero de la disposición adicional primera regula el régimen supletorio del proyecto, indicando expresamente que: “para todo lo que no prevea expresamente el presente Decreto Foral serán de aplicación supletoria las disposiciones de carácter procedimental que, en su caso, se dicten en desarrollo de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia, la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de servicios sociales, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas y el Decreto 13/2016, de 2 de febrero, de intervención integral en atención temprana en la Comunidad Autónoma del País Vasco”. Sin embargo, la potestad reglamentaria de la Diputación Foral de Álava en este ámbito ha de limitarse, tal y como se ha argumentado anteriormente, a regular aspectos organizativos del servicio, así como aspectos complementarios del procedimiento específico de acceso a la prestación, respetando, en todo caso, la legislación en materia de procedimiento administrativo común y la normativa específica que regula el procedimiento de acceso a las prestaciones en materia de servicios sociales. Es decir, las disposiciones procedimentales contenidas en la normativa a la que se refiere este apartado son de aplicación preferente y en ningún caso podrán ser consideradas de aplicación supletoria al presente proyecto. En consecuencia, se insta al servicio promotor a suprimir este apartado. 

l) La disposición final primera lleva por rúbrica “título competencial”. Sin embargo, esta disposición faculta a la persona titular del Departamento de Políticas Sociales para dictar disposiciones en desarrollo del proyecto, por lo que se sugiere revisar el título de la disposición para adecuarlo al contenido de la misma. 

En mérito a cuanto antecede, la Comisión Consultiva formula las siguientes

III. CONCLUSIONES

Primera. El proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico, salvo los artículos referidos en los epígrafes b), e), h), i) y k) del apartado quinto de este dictamen. 

Segunda. Se propone realizar las modificaciones indicadas en el apartado quinto del presente dictamen.

11/11

[image: image1.jpg][image: image2.png]_1283938839.doc
[image: image1.png]>
Arabako Foru Aldundia

Diputacion Foral de Alava
>








